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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


               EXP. Apel. sent civil. 66001-31-03-001-2011-00026-01
___________________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de la respectiva sala. 
Asunto: 


Sentencia – 2ª instancia que resuelve una apelación – 16 de diciembre de 2016

Radicación: 

66001-31-03-001-2011-00026-01

Demandantes: 

LUZ MARY LONDOÑO PATIÑO

Demandados: 

JORGE EDUARDO LÓPEZ AMAYA y PERSONAS INDETERMINADAS

Proceso: 


Declaración de pertenencia

Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Temas:                                
DECLARACIÓN DE PERTENENCIA / DOCUMENTO PRIVADO / CARECE DE JUSTO TÍTULO / COMPRA DE POSESIÓN NO DE PROPIEDAD / PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA ORDINARIA / ELEMENTOS/ “Se extrae del aparte transcrito, que la exigencia de la escritura pública no es para la suma o adjunción de posesiones, en cambio sí, para aquel negocio jurídico a través del cual se pretenda transferir el dominio de un feudo, que fue lo que aconteció en asunto que se revisa, según parecer de esta Sala. Nótese que en el sub lite, en manera alguna se ha aducido la “agregación de posesiones”, como lo evidencia la causa para pedir.

La exigencia entonces, del artículo 765 del Código Civil, no es de un título cualquiera sino uno que, teniendo su origen en un acto jurídico del enajenante, posea virtualidad para una ulterior trasmisión de la propiedad, como en el caso de la compraventa de bienes inmuebles para reputarse perfecto, debe otorgarse por escritura pública, exigencia legal, que de incumplirse degeneran el título en injusto. De manera que, no servirá a dichos propósitos un documento cualquiera, porque bien puede ocurrir como en este caso, que se pretenda reclamar la prescripción adquisitiva, quien se considere propietario por tener un contrato de compraventa, pero puede ignorar que en su título o modo de adquirir exista vicio que lo invalide. 

De consiguiente, como el documento que se aportó como prueba del justo título (fl. 2 c. ppl.), es simplemente un documento privado, carente de las formalidades que para este caso demanda el artículo 1857 del código civil, el mismo es inidóneo para demostrar la existencia y contenido del contrato, pues tratándose de un bien inmueble la prueba no puede ser sino mediante escritura pública. Nótese, que el mismo no se sometió a tal solemnidad, aquella que no solo requiere la intervención de un notario, sino que debe atender las exigencias que manda el Capítulo I del Título II del Decreto 960 de 1970. De allí que, ciertamente no hay el justo título que es requisito indispensable para estructurar la posesión regular y como en ese sentido lo decidió la a quo, se impone confirmar la sentencia censurada.”

Citación jurisprudencial: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Sentencia del 05-07-2007; MP. Manuel Isidro Ardila Velásquez, expediente No.1998-00358-01, Sentencia del 16-04-2008; MP. Jaime A. Arrubla Paucar, expediente No.2000-00050-01. / CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala Casación Civil. Sentencia del 4-02-2013; Exp.11001-31-03-007-2008-00471-01;  M.P. Jesús Vall de Ruten Ruíz. / CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Sentencia del 05-07-2007; M.P. Manuel Isidro Ardila Velásquez. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia

Magistrado: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

     Pereira, Risaralda, dieciséis (16) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 598 del 16- 12-2016
Expediente 66001-31-03-001-2011-00026-01
I. ASUNTO
Se resuelve el recurso de APELACIÓN interpuesto por la parte actora, contra la sentencia proferida el 17 de junio de 2014 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, epílogo del proceso de declaración de pertenencia impetrado por LUZ MARY LONDOÑO PATIÑO, frente a JORGE EDUARDO LÓPEZ AMAYA y PERSONAS INDETERMINADAS.
II. ANTECEDENTES
1. Pretende la ciudadana LUZ MARY LONDOÑO PATIÑO se declare que ha adquirido por prescripción adquisitiva ordinaria de dominio, un inmueble ubicado en la calle 27 No. 13B-43 barrio Los Molinos de Pereira, actual nomenclatura urbana del municipio de Pereira Av. 30 de Agosto calle 27 Lote 4 barrio Los Molinos; con cinco (5) metros de frente, por siete (7) metros y medio de centro. Inmueble alinderado en globo de mayor extensión, según se detalla en el hecho primero de la demanda (fl. 16 c. ppl.).
También pide se ordene la inscripción de la sentencia en el folio de matrícula No. 290-96859 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y condenar en costas a la demandada en caso de oposición.
2. Las súplicas se apoyan en los hechos que enseguida se compendian: 
(a) El lote de terreno pretendido en usucapión hace parte de uno de mayor extensión de propiedad del señor Jorge Eduardo López Amaya, el que ha estado desocupado, por lo que desde hace más de 40 años muchas personas empezaron a construir allí sus viviendas, de las que hoy en día están reclamando su posesión.
(b) La señora Luz Mary Londoño mediante contrato privado del 17 de febrero de 1987, compró a Carmen Rosa Zanabria Linares por valor de $100.000, un lote de terreno que describe en el hecho tercero de la demanda; predio que la vendedora había adquirido por posesión y dominio de veinte años. 
(c) Desde entonces la demandante empezó a ejercer su posesión, ha pagado el impuesto predial, servicios públicos domiciliarios, sin reconocer jamás a otra persona distinta de ella como poseedora, ama, señora o dueña ante toda la comunidad. 
(d)  La Alcaldía Municipal de Pereira viene adelantando un proyecto para la construcción del anillo longitudinal de la Avenida 30 de Agosto y para comprar los inmuebles requiere la declaratoria de pertenencia o los títulos de propiedad, pero como la demandante, al igual que otras personas del sector, han poseído por más de cuarenta años el inmueble y no son titulares del dominio, la Alcaldía solo pretende reconocerles las mejoras. 
(e) En el certificado de tradición respectivo figura el demandado como propietario; el citado señor tiene un taller de frenos “Los Bogotanos” cerca de la “vivienda”, debe varios millones de pesos por impuesto predial, por eso no ha ejercido su derecho como titular real de dominio y ha permitido la posesión otros.
 (f) La demandante posee de buena fe porque adquirió los derechos que había ejercido inicialmente la señora Carmen Rosa Zanabria Linares, bajo el abrigo de una lícita negociación y que se ha extendido por más de veintitrés años; ha sido quieta, pacífica y pública; han actuado como señores y dueños, ha defendido el predio de perturbaciones de terceros, efectuado construcciones y mejoras, sin que alguna otra persona les haya reclamado.
III. TRÁMITE DEL PROCESO
1. La demanda, instaurada el 3 de febrero de 2011, fue admitida, se ordenó inscribirla en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-96859 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y se mandó emplazar a las personas que se consideraran con derecho sobre ese bien.
Una vez notificada, el demandado, a través de vocero judicial, la contestó oponiéndose al petitum. Respecto de los hechos aceptó parcialmente algunos, otros no le constaban y remitió a prueba los demás; se opuso a las pretensiones y como excepción de mérito formuló la que denominó ausencia del requisito sustancial de la posesión para usucapir.  El curador ad litem dio contestación al libelo, oponiéndose a las pretensiones, de no probarse los hechos que sustentan la demanda.
2. Decidido lo relacionado con las pruebas, se agotó la etapa de alegaciones; de la que hizo uso el demandado.
IV. LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
1. La sentenciadora, tras sintetizar los fundamentos fácticos o causa petendi, pretensiones y sustentos legales, discurrió sobre la prescripción adquisitiva de dominio, para luego realizar la valoración de las pruebas, que culminó con la desestimatoria de las súplicas de la demanda, ordenó la cancelación de la inscripción y condenó en costas a la demandante.

Se apoyó la decisión en que la prescripción ordinaria requiere como supuestos, el justo título y la buena fe;  que para el caso particular estimó que el negocio jurídico celebrado por Carmen Rosa Zanabria y la demandante, no fue la venta de la propiedad del bien, sino únicamente de la posesión; “(…)por lo que no puede hablarse de que el negocio jurídico celebrado pueda tratarse como justo título porque realmente, no existe en la conciencia de la señora Londoño Patiño, que adquirió la propiedad del bien, de manos de su verdadera dueña y solamente compró la posesión.” 
V. EL RECURSO DE APELACIÓN
1. La gestora judicial de la demandante reclama la revocatoria de la sentencia proferida. Para el efecto, alude al justo título como el acto jurídico encaminado a la disposición onerosa o gratuita de la propiedad de un bien, por ej., la compraventa, permuta, donación, dación en pago y otros, que cumple todos los requisitos para considerarlo un acto válido pero no traslaticio de propiedad porque el que actúa como enajenante carece de facultad para hacerlo, es decir “es un acto válido pero ineficaz”; que de no surgir este defecto, no se requeriría la presencia adicional de la posesión, pero ante la existencia de tal defecto, el título ha de ser subsanado a través de la posesión por el plazo legal correspondiente. 

 Aduce que para el efecto, arrimó al asunto como prueba documental el justo título celebrado el 17 de febrero de 1987, mediante contrato privado de compraventa suscrito entre su mandante y Carmen Rosa Zanabria Linares. A lo que agrega que en la etapa probatoria se recaudó el testimonio de María Esmeralda Casadiego, quien afirmó que conoce a la demandante hace más de 20 años y siempre la reconoció como ama, dueña y señora de la casa en la cual vivía. 
Resalta, que el fallador no tuvo en cuenta los requisitos del Código Civil para adquirir por prescripción; que si bien es cierto la Alcaldía realizó gestiones de compra, solo reconoció y canceló la mejora de la propiedad, no del terreno, por encontrarse en debate jurídico. 
3. Admitido el recurso en este Tribunal, afirmó el apoderado del demandado comparte la decisión cuestionada, que contiene un análisis a la luz de la lógica, de la sana crítica, de las pruebas arrimadas y de las normas que regulan la materia. Adujo que los alegatos de la actora nada nuevo aportan al proceso.  Pide, se confirme el fallo que se revisa.
VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS
1. Se observa en el caso sub lite que concurren cabalmente los denominados presupuestos procesales, de tal suerte que no aparece reproche por hacer desde el punto de vista, en torno de la validez de lo actuado, en virtud de lo cual puede la Sala pronunciarse de fondo.
2. Aquí, el extremo actor invocó la prescripción adquisitiva ordinaria, alegando haber poseído de manera exclusiva el inmueble que describe por su ubicación, características y linderos en la demanda, luego de haberlo adquirido por compra que hiciera a Carmen Rosa Zanabria Linares; sin embargo en sede judicial, la a quo, denegó sus peticiones argumentando que aquella carecía de justo título. 
3. La recurrente centró su descontento en señalar que su representada si adquirió por medio de un justo título, consistente en la compraventa celebrada con quien lo tenía en posesión, pues dice, de haberse trasmitido la titularidad de la vendedora, no se estaría invocando la prescripción del bien. 
4. Puestas así las cosas, procede, la Sala a examinar las acusaciones formuladas por la censura, esto es, si la demandante posee el inmueble pretendido con justo título y de acuerdo a los requerimientos legales, no sin antes hacer una breve referencia a los presupuestos generales de la prescripción adquisitiva de dominio.
5. Nuestro Código Civil establece como modos de adquirir el dominio la ocupación, la tradición, la accesión, la sucesión por causa de muerte y la prescripción adquisitiva de dominio. Esta última –que es la que para el caso interesa- está regida por el artículo 2518 del Código Civil, el cual establece que se gana de esta manera el dominio de los bienes raíces o muebles que están en el comercio humano y que se han poseído en las condiciones legales.
6. Conforme a la ya tradicional jurisprudencia de nuestra Corte, reiterada en varias oportunidades, de las normas que disciplinan la materia se deduce que son cuatro los requisitos que se necesitan para que la prescripción adquisitiva de dominio se vea coronada por el éxito, a saber: (a) La posesión material en el prescribiente y en sus antecesores, cuando se pretendan sumar –artículos 762, 2512, 2518 y 2521 del Código Civil.  (b) Que la posesión se haya prolongado en el tiempo exigido por la ley. (c)  Que esa posesión haya ocurrido ininterrumpidamente –artículo 2522 del Código Civil, y (d) Que el bien cuya prescripción se persigue sea de aquellos susceptibles de adquirirse por ese modo. En este caso, quien cree que en su favor se ha cumplido la prescripción adquisitiva, demanda para que el juez haga la declaración de pertenencia.
7. La posesión material necesaria para configurar la prescripción adquisitiva, y tenida como elemento común de la ordinaria y extraordinaria, indudablemente es aquella a que alude el artículo 762 CC, entendida como la tenencia de una cosa con ánimo de señor o dueño, que se pone de presente mediante la ejecución de actos a que sólo da derecho el dominio, ejecutados sin el consentimiento del que disputa la posesión -Artículo 981, CC-, que son los que evidencian el señorío de quien los ejecuta sobre el bien que recaen.
8. Clasificada la prescripción adquisitiva en ordinaria y extraordinaria -Artículo 2527, CC-, si bien los elementos antes enunciados, resultan comunes a ambas, los referentes a la naturaleza de la posesión y al tiempo requerido presentan algunas diferencias.

Obsérvese al respecto, que quien pretenda, haber adquirido el dominio por el fenómeno de la prescripción adquisitiva ordinaria, asume la carga de probar posesión regular, que según nuestro Código Civil -Artículo 764- y la jurisprudencial nacional
, es aquella que tiene su génesis en un justo título y la buena fe.
9. Ahora bien, ha de precisarse la noción de justo título, del que desde antaño y conserva pleno vigor
, tiene dicho el órgano de cierre en la materia, que por éste ha de entenderse:

 “todo hecho o acto jurídico que, por su naturaleza y por su carácter de verdadero y válido, sería apto para atribuir en abstracto el dominio. Esto último, porque se toma en cuenta el título en sí, con prescindencia de circunstancias ajenas al mismo, que en concreto, podrían determinar que, a pesar de su calidad de justo, no obrase la adquisición del dominio. Si se trata, pues de un título traslaticio, puede decirse que éste es justo cuando al unírsele el modo correspondiente, habría conferido al adquirente el derecho de propiedad, si el título hubiese emanado del verdadero propietario. Tal el caso de la venta de cosa ajena, diputada por el artículo 1871 como justo título que habilitaría para la prescripción ordinaria al comprador que de buena fe entró en la posesión de la cosa” (Cas. Civil del 26 de junio de 1964, G.J. CVII, pág 372). En otra ocasión señaló que “el justo título para poseer y prescribir adquisitivamente es uno constitutivo o traslaticio de dominio que sirve legítimamente de motivo para que el que tiene la cosa se repute dueño de ella, séalo o no lo sea en la realidad” (Cas. Cil del 29 de febrero de 1972, G.J. CXLII, pág 88)”.
A su turno el artículo 765 Y 66 ibídem establecen que “El justo título es constitutivo o traslaticio de dominio”, y prescriben cuáles son los justos títulos -venta, permuta y donación entre vivos- y cuáles no. 
9. En orden a lo considerado anteriormente y descendiendo al punto cardinal que genera el descontento de la recurrente, se tiene que en el sub lite correspondía a la parte actora acreditar el justo título en que respalda su pretensión, para lo cual dice aportó al expediente  documento adiado el 17 de febrero de 1987 (Folio 2, c. ppl.), nominado “CONTRATO DE COMPRAVENTA”, en cuyo texto, luego de identificar a las partes y el bien, se lee que la vendedora, señora Carmen Rosa Zanabria Linares, “PROMETE VENDER Y LA SEGUNDA PROMETE COMPRAR” un lote de terreno, sin mejoras, situado en la carrera 14 con 27 en Pereira; y más adelante continúa indicando “ADQUISICION (sic): LA VENDEDORA, HABIA (sic) ADQUIRIDO POR POSESION (sic) Y DOMINIO DE VEINTE AÑOS”; culmina indicando que en la fecha se hizo el pago de la venta y la compradora recibió a entera satisfacción el bien.  
 Primero que todo, si bien se presta a confusión el título del documento señalado, con apartes de su contenido como es la referencia de promitente vendedora y promitente compradora, de todo su contexto ha de encaminarse a que el mismo se trata de una compraventa, no así de una promesa. 

10. Así entonces, de conformidad con el hilo argumentativo que se ha expuesto, no es suficiente, para predicar la existencia de un justo título, que la compraventa, siendo de entidad traslaticia, se haya recogido en un documento inidóneo para transferir el dominio inmobiliario, pues se desatendieron las claras prescripciones de los artículos 1857 del CC y 12 del Decreto 960 de 1970 -Estatuto de Notariado-, que mandan elaborar escritura pública en tratándose de enajenar bienes raíces. 
En efecto, tratándose de venta de bienes inmuebles, el artículo 1857 ibídem, consagra “la venta de los bienes raíces y servidumbres y la de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no se ha otorgado escritura pública”, disposición que apuntala como característica, consistente en que dicho negocio jurídico se realice por escritura pública, cuyo mero otorgamiento lo hace nacer a la vida jurídica. 

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia
, Sala de Casación Civil, tiene decantado que para calificar la justeza del título, si se trata de inmuebles, ha de documentarse en escritura pública (Incluso lo tenía extendido a la suma de posesiones), al efecto explica:

… si lo que en casos tales se averigua es por la eventual transmisión del dominio de una cosa inmueble, no podrá fungir como justo título SINO LA ESCRITURA PÚBLICA CORRESPONDIENTE, manera única para que el adquirente de buena fe pueda anidar la creencia de que el antecesor se obliga a transmitir la propiedad. Con criterio de contraste, no servirá a dichos propósitos un documento cualquiera, ni en línea de principio, la misma promesa de contrato; no aquél, porque un documento cualquiera no puede hacer creer, fundadamente desde luego, a nadie que es apto para transmitir el dominio en inmuebles; tampoco éste, pero ya por otra razón, porque no tiene siquiera vocación de trasladar el dominio, pues apenas es un convenio preparatorio que impone la obligación de hacer el contrato en otro tiempo.

… la suma de posesiones y la posesión regular son dos instituciones que, aunque afines, poseen individualidad propia, hasta el punto que son perfectamente diferenciables. Cierto que una y otra preguntan a quienes las invocan, cómo fue que llegó a poseer, si son sucesores, quién su antecesor. Ambos deben justificarlo, mostrando "qué tanto derecho" les permitió entrar en posesión. Pero la explicación admisible no es de la misma catadura en ambos casos. Mucho más exigente es demostrar que se tiene justo título que acreditar el derecho para agregar posesiones. Aquél debe demostrar que todo apuntaba a ser el dueño; que creyó ser sucesor del dominio, sólo que vino a develarse que su antecesor no era verus domino. Éste, en cambio, jamás se sitúa en el terreno del dominio o la propiedad, no pretende haberlo sido, y por eso le basta demostrar simplemente que es un sucesor de la posesión. El uno prometió y vendió dominio; el otro prometió y vendió posesión, o simplemente el derecho a poseer. Por eso el sucesor de posesión no tiene que exhibir escritura pública, sino acreditar que no se trata de ningún usurpador o ladrón u ocupante de una cosa, porque precisamente tiene una relación jurídica de posesión frente a su antecesor, vale decir, que el derecho de posesión lo derivó del antiguo poseedor”. Subrayas propias.
Se extrae del aparte transcrito, que la exigencia de la escritura pública no es para la suma o adjunción de posesiones, en cambio sí, para aquel negocio jurídico a través del cual se pretenda transferir el dominio de un feudo, que fue lo que aconteció en asunto que se revisa, según parecer de esta Sala. Nótese que en el sub lite, en manera alguna se ha aducido la “agregación de posesiones”, como lo evidencia la causa para pedir.

11. La exigencia entonces, del artículo 765 del Código Civil, no es de un título cualquiera sino uno que, teniendo su origen en un acto jurídico del enajenante, posea virtualidad para una ulterior trasmisión de la propiedad, como en el caso de la compraventa de bienes inmuebles para reputarse perfecto, debe otorgarse por escritura pública, exigencia legal, que de incumplirse degeneran el título en injusto. De manera que, no servirá a dichos propósitos un documento cualquiera, porque bien puede ocurrir como en este caso, que se pretenda reclamar la prescripción adquisitiva, quien se considere propietario por tener un contrato de compraventa, pero puede ignorar que en su título o modo de adquirir exista vicio que lo invalide. 
De consiguiente, como el documento que se aportó como prueba del justo título (fl. 2 c. ppl.), es simplemente un documento privado, carente de las formalidades que para este caso demanda el artículo 1857 del código civil, el mismo es inidóneo para demostrar la existencia y contenido del contrato, pues tratándose de un bien inmueble la prueba no puede ser sino mediante escritura pública. Nótese, que el mismo no se sometió a tal solemnidad, aquella que no solo requiere la intervención de un notario, sino que debe atender las exigencias que manda el Capítulo I del Título II del Decreto 960 de 1970. De allí que, ciertamente no hay el justo título que es requisito indispensable para estructurar la posesión regular y como en ese sentido lo decidió la a quo, se impone confirmar la sentencia censurada.
12. Por último, amerita decirse que, cuando se apela a la prueba testimonial para sostener la posesión en cabeza de la demandante, se pretende se acceda a revisar la usucapión de largo plazo, no obstante, basta para abstenerse de emprender ese análisis, un argumento de cariz procesal, consistente en que la causa para pedir y las súplicas mismas, no se enderezaron por los cauces de tal figura, por ende, forzado sería acceder adentrarse en tales planteamientos, a riesgo de agraviar, derechos como el debido proceso y su derivado natural el derecho de defensa.

VII. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil Familia de Decisión, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de 17 de junio de 2014, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, conforme las razones expuestas en precedencia. 
TERCERO: SE CONDENA en costas a la parte demandante.

En su oportunidad, vuelva el expediente al juzgado de origen.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
Con salvamento parcial de voto
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